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    SALA LABORAL

          PEREIRA – RISARALDA


Demandante: Luz Dary Jaramillo Hernández.PRIVATE 



Demandado: Instituto de Seguros Sociales.

--------------------------------------------------------------

MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Ris., enero veintinueve [29] de dos mil nueve [2.009].

Acta Nº 0004 de enero 29 de 2.009. 

Cuando son las cinco y treinta minutos de la tarde [05:30 p.m.] de esta fecha, los Magistrados integrantes de la Sala de Decisión Laboral de este Tribunal con asistencia de su Secretaria, se constituyen en Audiencia Pública para proferir sentencia al conocer, por vía de apelación, la de 24 de octubre de 2.008, proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario instaurado por Luz Dary Jaramillo Hernández contra el Instituto de Seguros Sociales.
Previamente se discutió y se aprobó el proyecto elaborado por el Magistrado Ponente, el cual corresponde a la siguiente,



SENTENCIA:
Por medio de apoderado reclama la actora que se declare que tiene derecho a que se le reconozca y pague la pensión de vejez desde el 2 de febrero de 2005, aplicándole una tasa de representativa de aumento equivalente al 90%  del salario base de cotización, indexación y las costas procesales.

Apoya sus pretensiones en los siguientes,



1. HECHOS DE LA DEMANDA
La actora nació el 02 de febrero de 1951, por lo que es beneficiaria del régimen de transición establecido en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por lo que ha de aplicársele el Acuerdo 049 de 1990; actualmente cuenta con 1275 semanas de cotización, esto es mas de 500 semanas cotizadas durante los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de los 55 años de edad; la asegurada ha reclamado en dos ocasiones la prestación de vejez sin obtener resultados positivos de parte del instituto demandado.


2. ACTUACIÓN Y CONTESTACIÓN
El Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira, por auto del 29 de abril de 2.008 [fl. 14] admitió la demanda, disponiendo correrle traslado a la entidad accionada que contestó a través de apoderado [fls. 19 y s.s.], admitiendo que la demandante es beneficiaria del régimen de transición establecido en la Ley 100 de 1993 y que las dos reclamaciones que ha efectuado para el reconocimiento de la pensión no han sido contestadas por el ISS, pero hace la salvedad que ha sido por desinterés de la actora. Respecto de los hechos restantes manifiesta que no son ciertos o no le constan. Se opuso rotundamente a todas y cada una de las pretensiones incoadas y propuso como excepción previa la de “No haberse agotado en debida forma la vía gubernativa” y como excepciones de mérito las que denominó “Prescripción” “Inexistencia de las obligaciones demandadas”, “Cobro de lo no debido”, “Buena fe” y “La Genérica”. Mediante providencia del 28 de mayo de 2008 [fl. 47], el juzgado admitió la contestación de la demandada y fijo fecha para la celebración de la audiencia de conciliación. El 04 de junio de 2008, la actora reformo extemporáneamente la demanda [fls. 43 y s.s.], por lo que se continuó con el tramite normal del proceso, esto es, con la celebración de la primera audiencia de tramite.
La representante legal de la parte demandada manifestó que le era imposible llegar a un acuerdo conciliatorio, por lo que se declaró fracasada esta etapa procesal [fl. 48]; se corrió traslado de las excepciones propuestas; se declaró no probada la excepción previa propuesta, no hubo lugar a medidas de saneamiento; se fijó el litigioy se procedió con el decreto de pruebas.



3. JUZGAMIENTO

El 24 de octubre del presente año el Juzgado de conocimiento profirió sentencia [fls. 51 y s.s.],  declarando a la actora beneficiaria del régimen de transición establecido por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, y como consecuencia de ello, condenó al Instituto de Seguros Sociales a reconocerle y pagarle la respectiva pensión por vejez a partir del mes de junio de 2007, por haber satisfecho las exigencias dispuestas por el artículo 12 del Acuerdo 049 de 1990, concediendo a la demandada un mes contado a partir de la ejecutoria de esa providencia para darle cumplimiento a lo así decidido. Condenó en costas procesales al demandada y a favor de la demandante.


4. RECURSO DE APELACIÓN

Contra la decisión de fondo adoptada las partes interpusieron recurso de apelación. La demandada no sustentó por lo que su recurso fue declarado desierto. Por su parte, la actora sustentó [fls. 62 y s.s.], solicitando la revocatoria parcial de la sentencia, argumentando que el a-quo realizó una interpretación errónea del Decreto 510 de 2003, al desconocer buena parte de los aportes y semanas pagadas en el Sistema de Pensiones por ser superiores a las canceladas para el Sistema de Salud, la sanción que la norma contempla no es esa, sino que lo que ella busca es que se tengan en cuenta todas las semanas cotizadas castigando las que fueron reportadas sobre bases superiores a las de salud, reduciendo aquellas a la cuantía con que se pagaron éstas. 
Se surtió en esta instancia el trámite legal previsto en el artículo 82 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por el 40 de la Ley 712 de 2001, dándose traslado común de rigor a las partes, dentro del cual …………………... La actuación carece de irregularidad sustancial alguna que la haga retrotraer y por ello se procede a revisar la sentencia. Para el efecto,



5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

En la sentencia objeto de revisión se ordenó al Instituto de Seguros Sociales pagar una pensión con fundamento en el Acuerdo 049 de 1990, en razón de que la demandante era beneficiaria del régimen de transición y cotizó más de 500 semanas durante los 20 años anteriores al cumplimiento de le edad. En el transcurso del proceso no se discutió el monto de la pensión, como tampoco fue objeto de controversia, de manera explícita,  el ingreso base de liquidación. Sin embargo,  haciendo eco de una de las excepciones propuestas, encontró el juez a-quo que algunos períodos cotizados para pensión lo fueron por un valor superior  a las cotizaciones en salud, circunstancia que a su juicio, en aplicación del artículo 3º del Decreto 510 de 2003, implica que deben excluirse para efectos de liquidar la pensión. No obstante esa admonición consagrada en la motivación de la providencia, nada dijo sobre el punto en la parte resolutiva.

Dispone la citada norma en lo que al recurso interesa:

“La base de cotización para el Sistema General de Pensiones deberá ser la misma que la base de la cotización del Sistema General de seguridad Social en Salud…”.

Parágrafo: Cuando una persona dependiente deba realizar cotizaciones adicionales como independiente o por prestación de servicios, para los efectos del parágrafo primero del artículo de la ley 797 de 2003, que modifica el artículo 18 de la Ley 100 de 1993, deberá informar en los formatos que para tal efecto establezca la  Superintendencia Bancaria, el ingreso que efectivamente perciba, manifestando la fuente de sus recursos…

…de ser diferente la base de cotización, los aportes que excedan los realizados al Sistema de Seguridad Social en Salud, no se tendrán en cuenta para la liquidación de la pensión y le serán devueltos al afiliado con la fórmula que se utiliza para la indemnización sustitutiva o la devolución de saldos”.

Estima el recurrente que el juez de primera instancia hizo una interpretación errada de la disposición transcrita, y pretende en cambio que “…se reconozca el tiempo cotizado a pensiones sobre una base superior al reportado al subsistema de salud y consecuente con ello, obtener un ingreso base de liquidación y número de semanas superior al decretado en la misma providencia, a efectos de lograr una prestación acorde al esfuerzo económico reportado por la demandante”.

También aduce el censor que el espíritu de la norma es castigar la elusión, cuando se cotiza por debajo de los ingresos reales, pero que en el caso de estudio la demandante realizó un esfuerzo por ahorrar más de lo que estaba obligada dentro del régimen de prima media con prestación definida, y la solución de devolver el exceso sobre la cotización tarifada “…no satisface la intención el afiliado quien busca la retribución de su esfuerzo con el reconocimiento de una pensión más robusta”. En suma, estima que no se está ante un ingreso adicional, sino que lo aportado de más es producto de un esfuerzo de ahorro que no debe ser castigado. También reclama la aplicación del artículo 62 de la ley 100 de 1993 al régimen de prima media con prestación definida, pues la norma no excluyó expresamente esa posibilidad.

En uno de los apartes del escrito de apelación, el mismo impugnante sugiere el camino a seguir, al  decir que  se debe tener en cuenta el número total de semanas cotizadas, “…castigando las que fueron pagadas sobre bases superiores al Sistema de Salud, reduciendo aquellas a la cuantía con que se pagaron éstas (las de salud) y así, se estará ante dando un correcto entendimiento a la norma”.

La Sala comparte la solución esbozada por el impugnante en el párrafo anterior, en razón de que el espíritu de la ley 510 de 2003 es el de que las cotizaciones para pensión se hagan sobre valores reales, que reflejen los ingresos del afiliado y que correspondan al tiempo en que la actividad lucrativa ha sido desarrollada. La disposición en cita, más que un mecanismo para evitar evasiones, propende por conjurar maniobras fraudulentas o cotizaciones sobre en desmedro de la sostenibilidad financiera del sistema, presupuesto necesario para cumplir con el principio de solidaridad, entre otros. 

Es desacertada la interpretación del impugnante, en cuanto termina por vaciar el contenido material de la norma,  es decir, la identidad cuantitativa de los aportes a salud y pensiones. Para sustentar su tesis, invoca una norma que está dirigida única y exclusivamente al sistema de ahorro individual. Es tan claro su texto, que ningún fundamento objetivo permite la conclusión aquí glosada. Característica del régimen de  prima media con prestación definida es que el valor de las cotizaciones, las condiciones de concesión del derecho y el monto de las prestaciones son aspectos estrictamente tarifados, y el mayor valor de la pensión depende de los ingresos del afiliado,  con un tope máximo de 25 salarios mínimos legales mensuales. Esa mixtura que el apelante propone no la admite la ley ni la patrocina la jurisprudencia.

Como quiera que la sentencia de primera instancia ordenó el reconocimiento de la pensión, ella debe estar en correspondencia con la ley. La orden impartida en la parte resolutiva no incluyó la exclusión de cotizaciones plasmada en la parte motiva. Sin embargo, ante una disparidad entre las cotizaciones para salud y para pensión, no queda otra alternativa que obedecer su texto. Por ello, la sentencia será modificada, en el sentido de que para la liquidación de la pensión cuyo reconociendo se ordena, las cotizaciones en pensión no pueden ser superiores a las cotizaciones en salud, y el excedente cotizado para pensión debe ser devuelto al afiliado con la fórmula que se utiliza para el cálculo de la indemnización sustitutiva, de acuerdo con el Decreto 510 de 2003.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, MODIFICA la sentencia que por vía de apelación se ha revisado, en el sentido de que para la liquidación de la pensión la demandada deberá tener en cuenta que el valor de las cotizaciones en pensión debe guardar correspondencia con el valor de las  cotizaciones en salud, y el excedente cotizado para pensión deberá ser devuelto a la señora Jaramillo Hernández, con la fórmula que se utiliza para el cálculo de la indemnización sustitutiva. Sin costas en esta instancia.

Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta.



Los Magistrados,


ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE 
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES






LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO






Secretaria.

PAGE  
1

_1203343398

